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Arqueología y sociedad
En una de esas paradojas históricas difíciles de explicar incluso para el profesional, por 
cuanto arqueología y sociedad se han dado tradicionalmente la espalda, la nuestra es una 
de las disciplinas humanísticas que más fascina y despierta el interés de los ciudadanos, 
por su capacidad para generar conocimiento útil, señas de identidad y vías de futuro 
(también valores), suscitar emociones, ofrecer experiencias más o menos estimulantes, 
reivindicar la memoria y ayudar a recuperar el pasado, incluso a sumergirse en él. Sirvan 
como argumentos de peso a este respecto (obvio, como es lógico, las idealizaciones y los 
convencionalismos aventureros) la necesidad de buscar referentes por parte de una socie-
* Este trabajo se inscribe en el marco del proyecto de investigación Del registro estratigráfico a la sociedad del 
conocimiento: el patrimonio arqueológico urbano y rural como agente de desarrollo sostenible (ciudad y territo-
rio), financiado por la Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación del Ministerio de Economía 
y Competitividad, en el marco del Programa estatal de Investigación, Desarrollo e Innovación orientada a los 
retos de la sociedad, convocatoria 2013, modalidad 1: proyectos de I+D+i (ref. HAR2013-43389-R), del que soy 
investigador principal. También cuenta con el apoyo institucional o económico de diversos colectivos, empresas 
y organismos, entre los cuales la Fundación Española para la Ciencia y la Tecnología, el ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte o la Fundación Obra Social “la Caixa”.
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dad en crisis, que suele encontrar en su ayer modelos en los que basarse, espejos en los 
que mirarse, información para entender la época y la realidad que le han tocado vivir, y 
un componente importante de recreación intelectual y emotiva teñido de cierta nostalgia 
por la «Edad de Oro», de romanticismo, atracción e interés por la vida y los logros de 
quienes nos han precedido en el tiempo; porque, en último término, la arqueología es 
eso: ofrecer una interpretación del pasado, dar a través de los restos materiales del mismo 
nuestra versión de los acontecimientos que los generaron. Se suma a todo esto un com-
ponente de transversalidad evidente, de cotidianeidad derivada de su omnipresencia en la 
mayor parte de nuestras ciudades y pueblos (habitados con frecuencia desde la Prehistoria), 
su utilización como elemento sustancial de reactivación socioeconómica y cultural por 
parte de muchos ayuntamientos y, consiguientemente, su consolidación como uno de 
los yacimientos de empleo más importantes de los relacionados con la macroárea de las 
humanidades (al menos, durante el período al que se referirá este trabajo), a veces, sobre 
la base de una banalización excesiva e innecesaria (Martín-Bueno y Luesma, 2006: 23).
Quienes nos dedicamos a esta profesión tenemos como objetivo último recrear los hechos 
(también el pensamiento, la actitud ante la vida y la muerte) de culturas pasadas; trabajamos 
sobre los restos materiales de épocas anteriores a la nuestra que constituyen los archivos del 
suelo; una categoría de fuentes que pasan de basura a documento histórico, de una fragilidad 
extrema y bien de propiedad común, desde el momento en que son recuperados mediante un 
método científico y sometidos a exégesis por mentes perfectamente entrenadas, capaces de 
ver más allá de lo evidente y producir conocimiento. Cualquier lugar en el que haya habido 
actividad humana guarda evidencias que, bien leídas e interpretadas, serán suficientes para 
reconstruir las vicisitudes del sitio y de quienes lo habitaron. Pero la cosa no queda ahí: con 
frecuencia, esos mismos documentos materiales adquieren categoría artística o monumental 
y requieren un tipo de tratamiento particular destinado a conservarlos, valorizarlos y ren-
tabilizarlos. Es así como la arqueología pasa de una forma más de interpretación histórica a 
trascender su propia definición conceptual y necesitar de una gestión propia.  
En cualquier caso, no todo es positivo. Debido a su enorme repercusión, así como a 
la necesidad que tiene para su sostenimiento de fondos públicos y privados, la arqueología 
arrastra una larga serie de problemas que derivan, inicialmente, de su excesiva dependen-
cia de la política (Zurinaga, 2011: 257).1 Por ello, es urgente e imprescindible que nuestros 
gestores entiendan la naturaleza exacta de la disciplina, la apoyen y la potencien en lugar 
de instrumentalizarla, de primar, como ocurre habitualmente, el beneficio propio y a corto 
plazo sobre la promoción del saber (Rodríguez Temiño y Matas, 2013: 214; Almansa, 2013b: 
475 ss.; Díaz del Pozo, Torija y Zarco, 2014: 7, nota 3). No acaban de asumir que se trata 
de una herencia de responsabilidad colectiva —aun cuando pueda, en determinados casos, 
no ser deseada— (Ayán y Gago, 2012) que, en consecuencia, estamos obligados a estudiar, 
1. También, por qué no decirlo, de la frecuente ideologización de sus profesionales, que no tienen reparos en sacri-
ficar parcialmente la tan discutida —por inalcanzable— objetividad, en beneficio de hipótesis preestablecidas, 
directrices más o menos oficiales, o intereses bastardos.  
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conservar, difundir y también, por qué no, rentabilizar, potenciando de paso su carácter de 
oportunidad frente al de rémora o lastre, en el que se lleva insistiendo de manera maniquea 
desde hace décadas.2 Se entiende así, en parte, la imagen poco favorable que la arqueología 
proyecta en el ciudadano, sufridor en último término de tales mensajes y cortapisas. 
De hecho, es preciso reconocer una cierta incapacidad por parte de los arqueólogos para 
difundir los resultados de nuestro trabajo (consciente o inconsciente; militante o real) que 
contribuye a mantener el concepto peyorativo general sobre las «piedras viejas». Nos cuesta 
asumir que en la educación está la clave para que la sociedad asuma, respete y defienda 
como propios los testimonios materiales de su pasado (Sánchez Romero et al., 2012: 29). Han 
sido décadas de enriscamiento, prisionera la arqueología de su propio crecimiento, de una 
consideración errónea como ciencia elitista (derivada en buena medida de nuestro complejo 
de inferioridad), que hoy se le ha vuelto en contra. Y es que a fuerza de querer demostrar lo 
que somos, de autoafirmarnos recluyéndonos en una torre de marfil, acabamos por generar 
dudas. Por más que sorprenda a propios y extraños, la disyuntiva entre ciencia arqueológica 
propiamente dicha y cultura popular sigue, a día de hoy, materializada en una fractura de 
concepto y enfoque metodológico que está muy lejos de hallar solución, y puede hacer (se 
lo hará, más pronto que tarde) mucho daño a la disciplina (Ayán et al., 2012: 65). 
La «socialización» del patrimonio (Vaquerizo 2015, a y b) se erige así como medida acti-
va de conservación preventiva (Aslan y Ardemagni, 2012: 127), por cuanto la arqueología 
no tendría sentido sin la sociedad que la nutre y la sostiene. Está comprobado que el peor 
enemigo del acervo cultural heredado es, siempre, la indiferencia ante él del grupo social 
que lo detenta. Una ciudadanía bien educada al respecto exigirá la adecuada conservación 
de sus bienes, velará por su correcta investigación y tutela, tomará actitudes activas frente a 
las agresiones de cualquier tipo que puedan afectarlos, habrá entendido sus atractivos y su 
fragilidad, los hará suyos; y, como es bien sabido, no existe mejor garantía, no hay fórmula 
más eficaz para su asunción como el recurso integral que representan. Más allá de la comuni-
dad científica hemos de aprender, por consiguiente, a conocer a los destinatarios últimos del 
conocimiento que generamos (Vizcaíno, 2013: 27), por cuanto incluyen muy diversos tipos 
de públicos, con diferentes capacidades, intereses y medios (Ruiz Zapatero, 2012: 35, fig. 2). 
En esta heterogeneidad de formación y objetivos radica una de las claves más importantes 
de la difusión arqueológica: la necesidad insoslayable de ofrecerla a muy diferentes niveles 
de comprensión y profundidad, y en muy distintos formatos, por más que dicha premisa 
entronque con los principios definidores del marketing o en ocasiones roce el filo de la nava-
ja. El papel que pueden desempeñar en este sentido museos, centros cívicos, asociaciones 
ciudadanas y colectivos de muy diverso orden, literatura, cine, Internet o, simplemente, la 
escuela, están fuera de toda duda. Sin olvidar, por supuesto, los mass media (Ruiz Zapatero, 
1996; Almansa, 2011c: 102; Viana, 2013; Pulido Royo, 2015).
2. Esta forma global de ver las cosas ni siquiera es compartida por la totalidad del colectivo, con lo que ello supone 
de falta de cohesión en el mensaje, de contradicciones públicas y privadas, de enfrentamiento conceptual y 
epistemológico nada deseable en situaciones tan inciertas como la que vive nuestra ciencia. 
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Debemos reclamar mayor competencia, rigor y sentido de la ética tanto para el colectivo 
de arqueólogos como para los medios de comunicación, que en muchos casos continúan 
proyectando una imagen romántica e idealizada de nuestra ciencia (Vizcaíno, 2013: 21), 
cuando no trivial, pueril, interesada, al servicio descarado de la política o de determinadas 
coyunturas socioeconómicas, o insuficientemente contrastada (Rodríguez Temiño, 2007). 
Noticias apresuradas o a medias, titulares dirigidos, manipulación nada inocente de las fuen-
tes, o errores de bulto imperdonables por parte de algunos periodistas, empañan el trabajo 
de otros bien formados e informados, de ánimo exhaustivo y con un elevado concepto de 
la ética y la deontología, que llevan décadas luchando por que el patrimonio ocupe el lugar 
que le corresponde en la planificación presente y futura de nuestras ciudades, ofrecién-
donos de paso, a quienes vivimos de esto, una plataforma privilegiada para la difusión de 
nuestro trabajo. Son aquéllos los que predisponen a muchos arqueólogos a negar, regatear 
o dosificar las declaraciones, ante el temor de ver sus palabras sacadas de contexto, o de que 
sencillamente se tergiversen, en beneficio de un titular escandaloso o, aún peor, de oscuros 
intereses creados. Por eso, con independencia de la formación, el sentido del compromiso 
y la capacidad crítica de quienes transmiten finalmente la noticia, es determinante para 
una información de calidad cómo la difunde el equipo arqueológico que la ha generado, tal 
como vienen poniendo de manifiesto desde hace años Atapuerca y su envidiable (y criticado; 
Martín-Bueno y Luesma, 2006: 14) equipo de comunicación y de marketing. 
El caso andaluz
No soy el primero en acercarme con ojos más o menos críticos a la etapa autonómica 
de la arqueología andaluza. Lo han hecho antes otros muchos autores, entre los cuales 
Salvatierra (1994, a-c), Rodríguez Temiño (2004, 2009 y 2010), Guarriarán y Salado (2009), 
Hidalgo (2010),  Ventura (2010), Aranda Jiménez (2011), Sánchez Romero (2011), León 
Muñoz (2012) o León Muñoz y Vaquerizo (2013), por citar solo a algunos. No pretendo, por 
tanto, ser original, ni descubrir nada que no haya sido ya señalado; solo dar mi humilde 
punto de vista. Sabido es que no existe la verdad absoluta, solo verdades parciales con cuya 
conjugación y confrontación es posible, a veces, acercarse en alguna medida a aquélla. 
De ahí la importancia de mirar atrás desde la propia experiencia; sobre todo, cuando uno 
cuenta con la ventaja inicial (no me atrevo a llamarlo fortuna) de haber desarrollado su 
carrera en paralelo al período analizado.
La comunidad autónoma de Andalucía asume competencias 
Ya he destacado en algún otro lugar (Vaquerizo, 1994) la inflexión que representa para la 
arqueología regional la transferencia de competencias en materia de patrimonio histórico, a 
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mediados de los pasados años ochenta, desde el Gobierno central a la comunidad autóno-
ma de Andalucía, que, como tantas otras, empieza simultáneamente un voraz proceso de 
construcción identitaria partiendo en buena medida de la exaltación del pasado (González 
Álvarez, 2013a: 156), destinado a refrendar las posiciones de poder recién adquiridas. Casi 
enseguida nace la Dirección General de Bienes Culturales, que emprende una intensa línea 
legislativa en materia arqueológica ante la cual el mundo de la investigación arqueológica 
andaluza creyó iniciada una etapa diferente, abierta a nuevos planteamientos y rigurosa en 
todos sus niveles. Por el contrario, para desgracia de los archivos del suelo andaluces ,y al 
margen de los proyectos de investigación sensu stricto, el ejecutivo autonómico acabó imitando 
enseguida el modelo centralizado del Gobierno estatal, de concepción altamente restrictiva 
(Azuar, 2011: 21),3 basado en el principio general de «quien destruye, paga», muy perjudicial 
para el mundo de la arqueología científica (León Muñoz, 2012: 350) y, en último término, 
también para la percepción que de ella tiene la ciudadanía, víctima última de las pérdidas.  
A partir de ese mismo momento, y en coincidencia sustancialmente con el pico más 
alto del boom inmobiliario, y con el objetivo último de liberar suelo, se inició una actividad 
arqueológica frenética gobernada por la imprevisión y una cierta temeridad —«arqueo-
logía involuntaria» (o, de manera más tendenciosa, «urgencias arqueológicas») (Castro 
López, 1996: 175)—, que puso patas arriba y con las entrañas al aire la inmensa mayoría 
de nuestras ciudades históricas, además de numerosos yacimientos de todo tipo, y de 
las más diversas épocas, dispersos por el territorio. Como consecuencia, se removió un 
volumen enorme de tierra, con frecuencia sin verdadera necesidad, debido, entre otras 
muchas razones, a errores gravísimos de planificación por parte de la Administración res-
ponsable, «ausente, o en todo caso complaciente» (Rodríguez Temiño, 2011: 197). Todo 
ello sin las suficientes garantías de calidad en muchos de los proyectos de intervención, 
las intervenciones mismas y las memorias de resultados correspondientes, casi siempre sin 
un plan adecuado de conservación, protección y divulgación de los restos. Se olvidó así 
el principio básico de que se estudia para hacer avanzar el conocimiento, se integra para 
difundir, se difunde para rentabilizar y, si se hacen bien las cosas y se consigue cerrar el 
círculo, se rentabiliza precisamente para proteger (Pulido, 2008: 336; Azkárate, 2011: 8). 
Durante más o menos un par de décadas la cosa funcionó «como un termómetro de 
la coyuntura económica española» (Parga, 2011: 173): se movía muchísimo dinero, las 
obras públicas y privadas alcanzaban dimensiones pocas veces vistas, nuestras ciudades 
crecían como nunca antes lo habían hecho, y el mercado arqueológico se convirtió en el 
principal marco de inserción laboral para cientos de recién licenciados que accedieron a él 
sin grandes exigencias formativas —por no decir ninguna—, en recluta masiva y peren-
toria acuciada por un marco legal que olvidó en todo momento los resultados (diversas 
3. Un argumento importante a la hora de entender lo ocurrido es que «la creación de los primeros organismos auto-
nómicos se nutrió de los elementos más inoperantes que el sistema clientelar no había sido capaz de asimilar en 
la universidad… Si el sistema desarrollado hasta entonces era, por decirlo de alguna forma, ‘feudal’, en algunas 
autonomías derivó en un sistema cuasi-mafioso, donde los intereses particulares y económicos primaron sobre 
el conocimiento, la investigación y la salvaguarda del patrimonio» (Morín y Barroso, 2015: 318).
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valoraciones regionales en Álvarez Martínez, 2011; Almansa, 2011a; González Álvarez 
2013a, o Morín y Barroso, 2015: 318 ss.). Muchos de estos profesionales salieron de nues-
tras propias aulas, lo que en principio, y de entrada, nos hace corresponsables en alguna 
medida de sus desmanes (Ruiz de Arbulo, 2010: 281). Sin embargo, por doloroso que sea 
reconocerlo, una cosa es titular a un estudiante como licenciado en Historia, Humanidades 
o Historia del Arte (hoy ya también, por fortuna, en Arqueología) y otra muy diferente 
que esté capacitado para dirigir una intervención arqueológica. Con independencia de las 
limitaciones flagrantes y objetivas que presenta la enseñanza universitaria en España4 o 
del plan de estudios que se curse, en un altísimo porcentaje de su tiempo el alumno recibe 
la formación que quiere recibir; puede, si quiere, diseñar su propio itinerario curricular al 
margen de las directrices oficiales. Por eso, en último término ha de ser la Administración 
responsable (no la universidad, sin competencia alguna al respecto) la garante de que pro-
yectos, ejecuciones de obras, informes y memorias respondan a los estándares de calidad 
mínimos exigibles (vid. infra), vetando a aquellos técnicos que demuestren no estar a la 
altura. La irreversibilidad del trabajo arqueológico así lo aconseja, y así lo han reclamado, 
de hecho, algunos profesionales (Zarco, 2011: 250-251).
Mientras, algunas instancias sociales, reforzadas por los medios de comunicación, se 
empeñaban en hacer de nuestros archivos del subsuelo la principal rémora para el desarro-
llo urbanístico, provocando entre la ciudadanía un rechazo explícito, y hasta cierto punto 
lógico, que se convirtió para muchos en la justificación moral que necesitaban. Primaban 
las prisas sobre la planificación, la inmediatez sobre el sosiego, el método sobre la ciencia, 
liberar suelo sobre hacer de verdad arqueología, lo crematístico sobre la deontología, la 
parte por el todo. Y así nos fue…
Solo entre 2005 y 2010 la Consejería de Cultura de la Junta de Andalucía autori-
zó 5312 actividades arqueológicas de diverso signo (preventivas, puntuales, urgentes y 
de impacto ambiental, mayoritariamente en Sevilla, Málaga y Córdoba), lo que da una 
media para el período citado de 900 intervenciones al año en la comunidad autónoma. 
Del total de ellas, solo 121 en el marco de proyectos de investigación propiamente dichos 
(Aranda Jiménez, 2011: 15); ninguno, que me conste, en Córdoba, donde se pasó de 31 
intervenciones en 1997 a 96 en 2007, hasta un total para la década de 701, frente a las 
110 desarrolladas en los veintiún años transcurridos entre 1962 y 1983 a cargo del Museo 
Arqueológico Provincial (Ventura, 2010: 49 ss., figs. 1-5). No obstante, ya he dicho antes 
que esta situación no fue, en absoluto, privativa de Andalucía. Como puro elemento de 
contraste, en el término municipal de Tarragona fueron autorizadas entre 1982 y 2007 
1342 intervenciones arqueológicas, con un incremento proporcional significativísimo de 
su número conforme pasaban los años (Ruiz de Arbulo, 2010: 281). Finalmente, en el 
4. La escasa calidad de la enseñanza universitaria en España es un problema de hondo calado y múltiples rami-
ficaciones que radica, entre otras razones, en el número desproporcionado e innecesario de universidades, su 
financiación en función del número de alumnos, y no de su calidad, y la promoción poco menos que automática 
de los estudiantes, en una «logsificación» de la educación superior que es un reflejo bastante fidedigno de la 
devaluación general, a todos los niveles, en la que vive sumida actualmente la sociedad española (vid. infra).
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conjunto del territorio español, los 5819 proyectos arqueológicos autorizados en 2007 se 
habían reducido ya a 3700 en 2010, una cantidad más cercana a los 2300 de 2001 (Pain, 
2012, citando datos de Parga-Dans). 
Son cifras ilustrativas de una realidad que alcanza tintes especiales de dramatismo si 
comparamos el volumen de tierra movida con el avance de la investigación en sentido 
estricto. Hoy, de la innumerable relación de intervenciones arqueológicas realizadas entre 
1985 y 2010, son pocas las que pueden considerarse lecturas estratigráficas realmente 
científicas, y menos aún las que han visto la luz o han servido para la resolución de un pro-
blema arqueológico concreto, circunstancia, de nuevo, perfectamente extrapolable al resto 
de España (Martín-Bueno y Luesma, 2006: 16 ss.; Almansa, 2011b: 273). Como ocurre en 
Andalucía, de la mayor parte de ellas solo quedan los informes de excavación, de utilidad 
muy desigual por fondo y por forma, y naves enteras repletas de material arqueológico 
«que nadie estudiará jamás» (González Álvarez, 2013a: 166). Es, por tanto, el momento 
de hacer de la necesidad virtud y, aprovechando la crisis, poner freno definitivamente al 
movimiento indiscriminado de tierras en beneficio de una planificación rigurosa, selectiva 
y conservadora, del análisis exhaustivo de la información acumulada, de la rentabilización 
patrimonial de lo poco que ha quedado y, en todo caso, de los proyectos sistemáticos y bien 
diseñados de investigación. No se trata de excavar por excavar, sino de utilizar los archivos 
del suelo en beneficio de la reconstrucción del pasado, de potenciar su valor patrimonial 
integrándolos en los discursos diacrónicos de nuestras respectivas ciudades.  
En una situación similar a la observada en otros países como Portugal e Irlanda, de 
aquella inmensa pléyade de profesionales dedicados a la arqueología comercial5 durante las 
décadas analizadas solo perseveran unos pocos que no siempre parecen haber aprendido 
la lección, mientras el resto se han visto forzado a tomar nuevos derroteros con un buen 
bagaje de amargura y resentimiento a las espaldas, no bien canalizado (Vaquerizo, 2013). 
Entre 2009 y 2013 desaparecieron en España el 42 % de las empresas de arqueología 
existentes, y las supervivientes solo mantenían el 34 % de los puestos de trabajo, muy 
mal remunerados por lo general (en Córdoba no disponemos de estadísticas, pero muy 
posiblemente los datos son aún más traumáticos). Se trata de una realidad impactante 
que ha despertado ya el interés de la comunidad científica internacional (Berrocal, 2014). 
Hace falta, pues, un riguroso ejercicio de reflexión y diagnosis para conocer en detalle las 
causas que han motivado esta debacle y valorar hasta qué punto son externas o internas. 
El colectivo no es en absoluto ajeno a una situación que no supo prever ni para la que 
tampoco supo prepararse, cegado por el individualismo, la vorágine del dinero, y un sen-
tido de la moral cuando menos discutible, en lo que algunos autores han dado en llamar 
«arqueología de la prisa» (Rodríguez Temiño, 2010: 21).
5. También, obviamente, a la académica. A día de hoy la universidad acumula un stock ingente, y en su mayor parte 
muy cualificado, de investigadores y docentes que apostaron en su momento por la formación, sin más perspecti-
vas de futuro que unas tasas de reposición atenidas estrictamente (y no siempre) a las jubilaciones. Algunos de los 
mejores trabajan ya al otro lado del mundo, donde, por cierto, reciben el reconocimiento que aquí se les niega. 
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Treinta años de excesos
Sin que mi análisis, de antaño y de ahora, tenga nada que ver con dogmatismo alguno o 
esa crítica fácil que muchos arqueólogos «libres» reprochan al mundo académico, empeña-
do, según ellos, en enfrentar la arqueología «profesional» a la «científica», solo unos años 
después de la puesta en marcha del Plan Andaluz de Arqueología yo mismo (Vaquerizo, 
1994: 13 ss.) sintetizaba los primeros problemas detectados en los siguientes ítems, válidos 
en su mayoría hasta el día de la fecha: 
— Falta de uniformidad en los criterios oficiales aplicados a la gestión de las intervencio-
nes arqueológicas de urgencia, particularmente urbanas. 
— Ausencia de una metodología consensuada, que, con mucha más frecuencia de lo 
razonable, se ha servido —se sirve, incluso, todavía— de medios mecánicos (Ventura, 
2010: 46).6 Tal circunstancia ha facilitado la destrucción habitual de los niveles arqueo-
lógicos urbanos más recientes, y en más de un caso también de trascendentales restos 
de época islámica, tardoantigua, romana y prerromana. 
— Vaciado de solares vitales para la resolución de problemas topográficos y urbanís ticos de 
primer orden en relación con las diversas etapas históricas de nuestras ciudades, en aras 
de evitar el enfrentamiento sostenido con el sector inmobiliario, de gran poder económi-
co e influencia social (Ventura, 2010: 52-53), generalmente al amparo de «seguimientos 
arqueológicos» que suponen la oficializa ción de los desmontes y las destrucciones (Marín 
Suárez, 2011). Mientras, se descarga públicamente la responsabilidad sobre los hom-
bros de los arqueólogos, que según el Reglamento de Actividades Arqueológicas de la 
Junta de Andalucía (artículo 30, c y g) deben incluir en sus informes de excavación 
una propuesta sobre qué se debe conservar y qué no, con los peligros evidentes que 
esto conlleva, demonizándolos de cara a la sociedad, en una estrategia bien diseñada, 
favorecida por la falta de corporativismo y el no reconocimiento oficial de la profesión. 
— Intervenciones limitadas a las secuencias estratigráficas afectadas por la obra, confor-
me al principio de que el promotor solo debe pagar por lo que destruye (Rodríguez 
Temiño, 2010: 20 ss.). Fue así como la arqueología «comercial» se convirtió, también 
en Andalucía, en una mera prestación técnica al servicio de las exigencias legales, 
burocráticas y administrativas destinadas en último término a liberar el terreno de su 
carga arqueológica, en lugar de primar la investigación, el avance del conocimiento, 
la difusión y la defensa a ultranza del tejido patrimonial, entendidos todos ellos en 
el marco de un proyecto multidisciplinario de conjunto (Marsol et al., 2012: 135; 
González Álvarez, 2013a: 158). 
— Grandes pérdidas de información, que convierten en inútiles la mayor parte de las 
intervenciones arqueológicas realizadas, por una metodología incorrecta, un registro 
6. Gobernaba la perentoriedad tan característica del crecimiento urbanístico; también, en bastantes ocasiones, la 
adecuación a objetivos y exigencias poco afines a las prioridades científicas.
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inadecuado o incompleto, o porque sus autores desconocían —tal vez no les interesaba 
profundizar en ello— qué requerir del yacimiento mismo (Rodríguez Temiño, 2010: 21).
— Tibieza en los controles oficiales, particularmente de proyectos, memorias y registros, 
en muchos casos sin el menor valor científico (Hidalgo, 2010: 13 ss.; Morín, Barroso, 
2015, 319).
— Respaldo injustificado a profesionales de baja cualificación y criterio; un factor más 
de desestabilización del mercado, que siempre puja a la baja, en perjuicio de aquellos 
otros que por su formación o su independencia suelen resultar incómodos. Esto no 
ocurrió únicamente a escala urbana: los proyectos de investigación auspiciados desde 
la universidad se vieron muy pronto recortados de manera sensible en beneficio solo 
de algunos investigadores (Hidalgo, 2010: 6 ss.; vid. infra). 
— Inexistencia de proyectos generales, capaces de ir incardinando los logros obtenidos 
en la interpretación conjunta de una problemática, de una ciudad o de un territorio 
concreto; también, en la generación de modelos. 
— Demora recurrente en la adopción de las medidas mínimas de protección o conso-
lidación de los yacimientos, que, cuando no son destruidos, acaban abandonados 
y comidos por la maleza, con el efecto negativo que ello ejerce sobre los restos y la 
misma ciudadanía.
— Ausencia de criterios de conjunto, de sostenibilidad y de futuro a la hora de integrar 
las escasas estructuras conservadas en solares dispersos por las principales ciudades 
históricas (habitualmente, a costa de promotores privados), desestructuradas, descoor-
dinadas, inconexas, carentes de señalización global y unificada, y en consecuencia 
ininteligibles e inútiles para la comprensión global, la rentabilización cultural, educa-
tiva y turística del yacimiento. Esa falta de un plan consensuado, que habría permitido 
sin duda multiplicar recursos, es la causa de que todavía hoy el tejido arqueológi-
co soterrado de la urbe antigua, no siempre in situ y en su mayor parte inaccesible 
(Ventura, 2010: 55 ss.), en un ejemplo paradigmático de lo que P. Monzo (2010: 137) 
ha llamado «efecto sótano», pase desapercibido a ciudadanos, visitantes y gestores del 
patrimonio (al menos, en Córdoba). Solo un proyecto riguroso de musealización de 
los vestigios ya existentes, acompañado de la preceptiva investigación y de medidas 
normativas mucho más restrictivas en cuanto a la afección del subsuelo urbano, con-
tribuirían en alguna medida a paliar el desastre, nos acercarían a ciudades modélicas 
en dicho sentido (vid. infra).
— Falta casi total de publica cio nes (de conjunto, pero también de detalle), que obligan al 
investigador a basarse principalmente en el Anuario Arqueológico de Andalucía (Hidalgo, 
2010: 13 ss.) y en los informes arqueológicos oficiales. Esta dinámica, nada inocente 
(Rodríguez Temiño, 2009a: 15), ha sido señalada también en otro lugares, caso por ejem-
plo de la comunidad autónoma de Galicia (Ayán et al., 2012: 69), si bien sus causas son 
complejas y no siempre achacables a los arqueólogos (Morín, Barroso, 2015: 319 ss.).
— Dificultades administrativas de todo tipo a la hora de consultar los expedientes de exca-
vación (que deberían ser dispuestos en repositorios telemáticos de libre acceso, por 
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cuanto se trata de documentos de carácter público7), buscando quizás evitar que otros 
investigadores detecten y denuncien sus múltiples carencias. Las instituciones prefieren 
ignorar así, irresponsablemente, que, como antes indicaba, el trabajo científico sobre los 
datos recuperados en las últimas décadas, además de obligación moral, es una de las 
escasas vías de futuro para la arqueología española y andaluza. Un débito fundamental 
que se erige en prioridad incontestable (Rodríguez Temiño, 2009a: 21), ante la que, de 
nuevo, estamos tardando en reaccionar; particularmente desde las instancias oficiales.
En definitiva, con la transferencia de competencias en materia de patrimonio arqueo-
lógico a las comunidades autónomas se pasó a tener los medios, pero casi en una sublima-
ción, sin duda incongruente, del método de ensayo y error, en bastantes más ocasiones de 
las deseables se equivocó la gestión,8 provocan do una pérdida sin precedentes de los archivos 
del suelo que ha terminado por poner en evidencia las limitaciones legales al respecto, y que 
solo la investigación futura, desde una correcta perspec tiva, podrá evaluar con objetividad y 
en su plena dimensión; algo que jamás habría sido posible con una correcta educación de 
la ciudadanía (Sada, 2012: 153 ss.; Sánchez Romero et al., 2012). La realidad excedió, con 
mucho, las buenas intenciones (Gutiérrez Lloret, 2011: 115), y de esta materialización del 
fracaso somos corresponsables todos.
Así las cosas, es llegada la hora de hacer balance. La «crisis del ladrillo» provocó que «el 
sector despertase incrédulo de su sueño de color de rosa» (González Álvarez, 2013a: 159), y 
marcó un dramático punto de no retorno. Resulta altamente improbable (por lo menos, en 
mucho tiempo) que se conjuguen de nuevo las mismas variables, que la arqueología vuelva 
a mover a tanta gente, tanto dinero y tanta tierra como movió en los últimos treinta años, 
entre otras razones porque el subsuelo de nuestras ciudades no da para mucho más. Con la 
burbuja inmobiliaria estalló también la burbuja arqueológica, y nada volverá a ser como 
antes. Lo han entendido las administraciones y lo han sufrido en carne propia quienes 
pensaron un día que podrían ganarse la vida saltando de corte en corte (Almansa, 2011a; 
González Álvarez, 2013a). Por desgracia, serán muy pocos los que en el futuro hagan 
arqueología urbana, sencillamente porque serán pocas las obras; pero si llegara a produ-
cirse una situación similar a la vivida, tendríamos que evitar caer en los mismos errores 
y la misma falta de previsión. De ahí la necesidad perentoria de reflexión y de autocrítica 
(Rodríguez Temiño, 2010: 28), imprescindibles para aunar voluntades, recomponer los 
pedazos y continuar adelante desde nuevas, más sólidas, flexibles, versátiles y solidarias 
(también, exigentes y rigurosas) posiciones heurísticas y metodológicas. Algo realmente 
complicado, dada la escasa permeabilidad del colectivo a este tipo de autoanálisis, su des-
7. Soy bien consciente de que esta afirmación choca con el principio, básico e inalienable, de propiedad intelectual 
(una discusión reciente al respecto en: Rodríguez Temiño, 2009b, 109 ss., o González Reyero, 2015). Con todo, 
este problema habrá de ser abordado desde un punto de vista institucional más pronto que tarde, por el entor-
pecimiento que tales cortapisas, en cuanto al acceso a los datos, suponen para el avance de la investigación.  
8. «…en España, la llamada ‘arqueología de gestión’ fue concebida como un parche provisional destinado a solu-
cionar un problema que el sistema, por su inmovilismo, era incapaz de afrontar» (Morín y Barroso, 2015: 318). 
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unión y su proverbial falta de empatía; las reservas y los bandazos de las administraciones 
implicadas en la gestión de la arqueología y, por supuesto, la resistencia de una parte 
representativa de la empresa a primar los resultados sobre la ley.
El papel de la universidad
La universidad se encuentra en la base de muchos de los factores que han contribuido a 
la descomposición de la arqueología española —y, por extensión, andaluza— durante las 
tres últimas décadas, por acción, omisión, irresponsabilidad o sencillamente incompetencia. 
Son pocos los departamentos universitarios, o los grupos de investigación, que han adop-
tado una postura crítica y combativa con relación a lo que pasaba en su entorno; pocos 
los que han denunciado alguno de los mil y un abusos de todo tipo que se han venido 
cometiendo (en más de un caso porque peligraban prebendas); menos aún los que han 
salido del pretendido estatus que otorga la cátedra para mancharse los pies de tierra, tomar 
contacto con el entorno y la realidad cotidiana a riesgo incluso de equivocarse, o se han 
fajado sin escrúpulos academicistas con el yacimiento urbano sobre en el que desarrollan 
su labor los profesionales salidos de sus aulas, o con la sociedad que los acoge. Eso, por no 
hablar de la falta de generosidad, de criterio estratégico, altura de miras e interés general 
a la hora de programar los nuevos planes de estudios, casi siempre gobernados por escue-
las o grupos de poder (a escala nacional, autonómica y dentro de cada universidad), que 
defienden sus respectivos territorios y áreas de especialidad con ahínco, violencia y malas 
artes nada acordes con la institución que representan.
Es cierto que durante el boom inmobiliario a la universidad, entendida en sentido holísti-
co, no le ha quedado la mayor parte del tiempo (vid. infra) otra posibilidad que desarrollar una 
suerte de «arqueología de salvamento» (preventiva o de urgencia), gobernada por el peligro 
de destrucción y no por criterios propiamente científicos, al margen, por tanto, de un pro-
yecto de investigación en sentido estricto destinado a resolver problemas históricos, potenciar 
el patrimonio recuperado y facilitar su incorporación al discurso cultural del centro urbano 
investigado (nada rentable, por tanto, desde el punto de vista académico). Tal situación le ha 
permitido solo rescatar retazos de la historia arqueoló gica de nuestras ciudades, no siempre 
en el mejor estado para ser inter pretados, viéndose limitada las más de las veces a levan tar 
«acta de defunción» de solares o sectores de extraordinaria complejidad y relevancia. Todo 
ello ha agudizado el enfrentamiento con el colectivo de arqueólogos comerciales o «libres», 
a los que se acusa sin recato de llenar «los museos de depósitos mudos, descontextualizados 
e históricamente ingrávidos» (Gutiérrez Lloret, 2011: 115), mientras éstos últimos han 
convertido la academia en su principal enemigo, olvidando ambos que la responsabilidad 
última del problema gravita sobre los hombros de la Administración, y es la arqueología 
de nuestras ciudades la única perjudicada. 
Fieles sin concesiones a los principios epistemológicos y éticos de nuestra disciplina, 
desde la universidad tendríamos que haber velado en todo momento por la formación 
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en profundidad, integral y competitiva de nuestros egresados, la investigación rigurosa, 
selectiva y de verdad objetiva, y una aproximación sosegada, sin resquicios y quizá también 
consensuada a la problemática que plantea el conocimiento histórico-arqueológico de la 
ciudad antigua. Algo para lo que habrían sido necesarios, desde el minuto cero, una perfec-
ta definición de los fines perseguidos, la creación de equipos solventes y transdisciplinarios 
de trabajo, la publicación periódica de resultados, la difusión del conocimiento adquirido 
y la defensa a ultranza del patrimonio exhumado, además de no renunciar en ningún 
momento, y bajo concepto alguno, a mantener una actitud crítica. Es decir, un proyecto 
de ciudad, fines no estrictamente urbanísticos y visión de futuro. Justo lo contrario de lo 
ocurrido, con muy pocas excepciones (Ruiz de Arbulo, 2010; León Muñoz y Vaquerizo, 
2012); algo de verdad difícil en una institución inmovilista por sistema, vertical, nepotista 
y endogámica, en la que suele premiarse más la docilidad perruna que el mérito (Morín, 
Barroso, 2015: 317 y 321), el inmovilismo que la innovación, el trabajo o la iniciativa.
Actualmente, asistimos a una inflexión inédita en la manera de concebir la arqueo-
logía de urgencia, urbana y de gestión de la que debería surgir otro modo de entender las 
cosas, un nuevo cuerpo legal y normativo que primara por fin la interpretación sobre la 
remoción de tierra, la calidad sobre la cantidad, el rigor sobre las componendas, la con-
servación sobre la destrucción, la planificación sobre las imprevisiones, la difusión y la 
rentabilización sobre la desidia. En este nuevo esquema, insisto, las excavaciones habrán 
de ser reducidas al mínimo, en beneficio del volumen ingente de información arqueoló-
gica extraída sin la suficiente precisión ni control durante los años de vacas gordas. Y para 
atender este presumible nicho de empleo deberemos formar a arqueólogos versátiles, que 
sumen a su cualificación metodológica imprescindible en eventuales intervenciones de 
campo una formación intelectual, teórica y patrimonial rigurosa, con todos los rudimentos 
que exige una investigación crítica y de calidad, base ineludible para el avance y la trans-
misión del conocimiento, para que la sociedad nos entienda y acepte como una ciencia 
útil al tiempo que necesaria; premisa que sirve a la vez como garantía de supervivencia.
Quienes pretendan desarrollar su carrera como arqueólogos en el futuro habrán 
de reciclarse, blindarse contra el desánimo y, sin duda, reinventarse (Álvarez Martínez, 
2011: 5). ¿Cómo…? A mi modesto entender, mediante la formación exhaustiva y sosteni-
da, el compromiso firme con la realidad patrimonial inmediata, el incremento del trabajo 
de laboratorio sobre el de campo (Aranda Jiménez, 2011: 16) sin fariseísmos ni falsas 
fachadas que no hacen sino perpetuar el problema, la internacionalización, la imagina-
ción, la polivalencia, la transversalidad, la solvencia, el espíritu emprendedor, la capacidad 
de innovar, la resistencia a hacer concesiones y, huelga decirlo, el activismo sostenido y 
generoso contra la precariedad, la intransigencia y la ausencia de corporativismo. Para ello 
hace falta una formación académica verdaderamente integral que muy pocas universida-
des españolas están en condiciones de prestar, a pesar de los nuevos grados y posgrados 
(vid. infra). Sin embargo, no hay más vías, en una sociedad gobernada por la ausencia de 
valores que se niega a dar paso a los más jóvenes, que se mueve entre la falta de trabajo 
y la pobreza laboral, que no sabe qué hacer consigo misma. Basta mirar alrededor con un 
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mínimo de inconformismo para percibirlo, porque los problemas indicados cobran espe-
cial dramatismo en las ciudades históricas. Hemos de aprender a rentabilizar el pasado 
también como recurso histórico, patrimonial y económico, sin miedo a ser tildados de 
mercantilistas. Quizás así logremos transmutar en futuro lo que hoy es solo desesperanza. 
En tiempos de crisis la cultura es lo primero que se sacrifica, y los arqueólogos solo gene-
ramos conocimiento. De ahí la necesidad de hacerlo útil. 
Ante este panorama, sorprende la ausencia prácticamente absoluta de debate por lo 
que se refiere a la academia, que con honrosas salvedades suele ser muy lenta, reticente 
y cautelosa en sus reacciones (¿no es la universidad, por definición, bandera del pensa-
miento crítico…?), quedando con frecuencia desfasada (Ayán et al., 2012: 89), como si en 
realidad no percibiera que nos jugamos el futuro de la disciplina, su supervivencia como 
ciencia y como profesión, nuestra razón de ser como colectivo. «Nuestra opinión, nuestra 
voz, no existe» (Castro Carrera, 2011: 52); he aquí un grito desgarrado que refleja bien 
la angustia de quienes se saben amenazados frente a los envites de una nueva dinámica 
cuyo alcance último desconocemos. 
La profesión de arqueólogo
A modo de definición
Un arqueólogo es, ante todo, un investigador cuya labor consiste en evocar, reinterpre-
tándolas desde el rigor y la multidisciplinariedad, culturas anteriores a la suya a partir 
de los restos materiales de aquéllas; lo que en absoluto debe limitarse a la recogida más 
o menos sistemática de información. No se trata de primar la metodología en perjuicio 
de la heurística, confundir la techné con la epistemé (León Alonso, 2001: 21), sino todo lo 
contrario, cerrando además el ciclo: un arqueólogo completo debe responsabilizarse de 
canalizar los resultados de su trabajo de modo que puedan ser asumidos de manera rápida 
y con profundidad por la comunidad científica (es decir, excavando, estudiando materia-
les, proponiendo hipótesis, interpretando, exponiéndose al debate…), pero también de 
transferirlos, de devolverlos a la sociedad de la que forma parte y ponerlos a su servicio.
Hay muchos perfiles profesionales de arqueólogos: desde los investigadores sin docen-
cia a su cargo, que suelen desarrollar su trabajo adscritos a departamentos universitarios, 
institutos o centros especializados, pasando por los que trabajan en labores de protección, 
conservación y difusión del patrimonio a escala local, a quienes lo hacen exclusivamen-
te en la administración y la gestión, en el marco de ministerios, direcciones generales, 
ayuntamientos o delegaciones autonómicas. Sin embargo, durante los treinta años que 
aquí analizo, el mayor porcentaje de quienes decidieron iniciarse en la profesión lo hizo 
desarrollando tareas en empresas o como arqueólogos libres (casi siempre, desde el más 
puro diletantismo), contratados coyunturalmente para intervenciones preventivas o de 
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urgencia por aquellas mismas Administraciones, o por promotores privados que, conforme 
al principio medioambiental ya citado de «quien contamina, paga», financiaban y exigían 
fidelidad y servilismo casi en igual medida. Limitaron así sus objetivos, como ya también 
he avanzado más arriba, a resolver los problemas coyunturales derivados de la liberación 
de suelo con fines urbanísticos y la afección concreta al subsuelo, obviando por completo 
(o mayoritariamente) la investigación en sentido estricto.
En la actualidad las intervenciones de urgencia se han reducido drásticamente, pero 
los principios que las han guiado en estas últimas décadas se mantienen intactos. No hemos 
aprendido, pues, nada de la terrible experiencia vivida (Rodríguez Temiño, 2009a: 18). 
Nuevos títulos para una realidad desconcertante
En los últimos años se han puesto en marcha en España los primeros grados en Arqueología, 
impartidos, por el momento, en la Universidad Complutense de Madrid, la Universitat de 
Barcelona, la Autònoma de esta misma ciudad, y las de Granada-Sevilla. Sin embargo, a pesar 
de tales iniciativas, sin duda loables, resulta difícil sustraerse a la impresión de que han llegado 
demasiado tarde. No hay que olvidar, por otra parte, que, dada la laxitud al respecto de la 
legislación vigente, es posible acceder a la carrera arqueológica también, entre otros, desde 
los grados de Humanidades, Historia e Historia del Arte, a pesar de que los últimos planes de 
estudio hayan limitado la presencia en ellos de nuestra materia a algo puramente testimonial. 
Es perentorio, pues, clarificar el panorama a partir de la nueva realidad académica, la des-
igualdad evidente entre universidades grandes y pequeñas, los desequilibrios territoriales y la 
múltiple casuística de nuestros egresados, a los que o bien se les permite ejercer sin la menor 
cualificación, como de hecho ha ocurrido hasta ahora, o bien se ven en la necesidad (cuando 
no han podido cursar el grado específico) a completar su formación arqueológica mediante 
posgrados de especialización no siempre accesibles a todos los bolsillos, con el riesgo que esto 
supone de caer en desigualdades sociales flagrantes (González Álvarez, 2013b: 214 ss.); una 
situación de verdad caótica en la que es preciso poner orden cuanto antes. 
Probablemente, en esto, como en tantas otras cosas, la realidad, la calle, van mucho 
más deprisa que las aulas, y los últimos planes de estudio han nacido muertos (se esperan 
pronto cambios estructurales al respecto), incapaces, en su raquitismo, de adaptarse sobre 
la marcha a un mercado laboral que les es esquivo, entre otras razones porque —¿cabría 
imaginar mayor paradoja?— ¡no los reconoce! Son la mejor prueba de que hemos de cues-
tionar con urgencia la arqueología tal como la hemos venido concibiendo en estas últimas 
décadas; adaptarla, potenciando siempre su carácter transversal, a las nuevas exigencias 
de la ciencia al tiempo que del mercado; orientarla en la misma medida, con altruismo, 
pero también carácter estratégico, a la comunidad científica, la sociedad y el entorno, si 
no queremos verla limitada otra vez a los despachos universitarios, al autobombo, los egos 
desmedidos y la excelsitud presumida de una ciencia inútil e insostenible (por prescin-
dible) para una ciudadanía obligada sin más remedio a priorizar en qué gasta sus fondos 
103
DesiDerio Vaquerizo GilArqueología para un futuro incierto…  La profesión de arqueólogo tras la crisis
PYRENAE, vol. 46 núm. 2 (2015) ISSN: 0079-8215 EISSN: 2339-9171 (p. 89-120)
(Almansa, 2011c: 100). España ratificó en 20119 su adscripción al Convenio Europeo 
para la Protección del Patrimonio Arqueológico firmado originalmente en La Valetta en 
1992. Su preámbulo reconoce que «el patrimonio arqueológico europeo… está gravemente 
amenazado de deterioro a causa de la multiplicación del número de obras públicas, riesgos 
naturales, excavaciones clandestinas o escasamente científicas y la insuficiente conciencia 
pública»; sin embargo, me temo, no parece que haya voluntad oficial alguna de enmendar 
tal estado de cosas, mucho menos desde la academia.
La argumentación se hace extensiva al campo de los másteres y posgrados, que, aun 
cuando nacidos con vocación de panacea, en medio de la improvisación, la competencia 
feroz y las prisas, vienen tratando de corregir ciertos sesgos docentes y han puesto el acen-
to en la capacitación profesional.10 Un objetivo conseguido solo a medias, por cuanto los 
alumnos que concurren a ellos no siempre cuentan con el bagaje necesario para aprove-
char adecuadamente el nivel de especialización que el programa de posgrado les ofrece, ni 
tampoco saben muy bien por qué y para qué los cursan. La responsabilidad institucional 
al respecto es, pues, evidente. Sea como fuere, los números mandan, y las universidades 
necesitan alumnos si no se quieren ver cuestionadas o perder su financiación; lo que implica, 
a su vez, graves riesgos de desaparición. En estos primeros años de andadura, muchos de 
los másteres aludidos se han convertido, de facto, en un título más con el que redondear el 
expediente académico mientras se accede al esquivo mercado laboral; un modo alternativo 
de pasar el tiempo para trabajadores de diferentes ámbitos, que cumplen así viejos sueños 
vocacionales; una vía relativamente accesible de aggiornamento para funcionarios y contrata-
dos de las Administraciones públicas; o (más importante aún) un nuevo procedimiento para 
sanear las maltrechas arcas de nuestras universidades y, de paso, completar la carga docente 
de los diferentes departamentos, en tiempos marcados trágicamente por Bolonia, la crisis y 
las tasas de reposición demasiado restrictivas, que están llevando a la pérdida irreparable de 
numerosas plazas, con la consecuente, y en ocasiones irreversible, contracción.11
El desarrollismo español de los años ochenta y noventa afectó también al mundo 
académico, dando lugar a una proliferación irracional y poco estratégica de universidades 
que hoy resulta de todo punto insostenible. Buena parte de su financiación deriva de las 
respectivas nóminas de estudiantes, con independencia de su cualificación o de su rendi-
miento, que tampoco se exigen o se auditan como sería conveniente entre el profesorado, 
más preocupado a veces por su propia carrera o el beneficio económico que por el compo-
nente público, vocacional y docente de su trabajo. Todo ello, sumado a una devaluación 
importante de la enseñanza, en todos sus niveles, ha deteriorado de tal manera la insti-
tución que resulta difícil reconocerla. Detrás, pues, de los recortes subyace la necesidad 
 9. BOE n.º 173, de 20 de julio de 2011, pp. 80110-80119.
10. Las últimas directrices académicas emanadas del Ministerio de Educación parecen confirmarlos como comple-
mento obligado de los grados, que a su vez verían reducida su duración a tres años; en una fórmula de 3 + 2 
que suena a vieja receta gatopardiana, con afanes añadidos de tipo recaudatorio.  
11. Mientras, siguen sin corregirse problemas endémicos y de enorme trascendencia como la endogamia, el nepo-
tismo, la baja productividad, los agravios comparativos o los múltiples «apaños».
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ineludible y subliminal de reducir la red universitaria española, muy sobredimensionada. 
Tal vez la muerte por inanición de las más débiles o descentralizadas sea la manera menos 
traumática de hacerlo, o la que menos contestación social y académica vaya a recibir, 
convencidos unos y otros, en el fondo, de que no queda más remedio. Pero ¿qué ocurrirá 
con el relevo generacional?
Es posible que como efecto colateral y secundario de lo anterior —el desgobierno, el 
caos y la falta de corporativismo son siempre malas cartas de presentación— y, a pesar del 
proceso intensivo (aunque vano) de profesionalización de la arqueología que se produce 
en España desde los años ochenta, de la mano en buena medida del boom inmobiliario, 
hasta el mismo día de hoy la profesión de arqueólogo siga sin ser incluida en el catálogo 
específico del Ministerio de Trabajo; y no existe en España un Colegio de Arqueólogos 
(licenciados o doctores) que ofrezca el marco normativo habitual de derechos y obligacio-
nes, como ocurre, por ejemplo, con arquitectos, ingenieros, veterinarios o médicos, por 
citar solo algunas de las profesiones con más prestigio y reconocimiento social. En efecto, 
los arqueólogos formamos una sección dentro de los colegios de Licenciados y Doctores 
en Filosofía y Letras, que en el mejor de los casos han permitido fijar una tabla de tarifas y 
han puesto a nuestra disposición sus servicios técnicos y jurídicos. Como resultado de tal 
estado de cosas han convivido sueldos astronómicos con otros muy limitados, sometidos 
siempre, por otra parte, al imponderable de la eventualidad.
La mayor parte de las asociaciones de arqueólogos nacidas en España en estas últi-
mas décadas se han desinflado casi por completo (Hachuel, 2012; Paño, 2012: 101 ss.); 
solo quedan alguna de las antiguas, más o menos activa, como AMTTA, que agrupa a 
los profesionales de la Comunidad de Madrid, presididos a la sazón por J. Almansa, o 
de nueva creación, como AJIPA, de orientación teórico-práctica novedosa, basada en 
objetivos y fundamentos de un fuerte compromiso con la disciplina y la sociedad que 
en principio resultan encomiables. Del mismo modo, que me conste, solo se han firmado 
cuatro convenios colectivos de carácter sectorial, en Cataluña, Galicia, Castilla y León y 
la Comunidad Valenciana (González Álvarez, 2013: 160), imprescindibles en teoría para 
garantizar la dignidad en el trabajo y los ítems necesarios para regular la práctica laboral; 
digo «en teoría» por que han pasado a puro papel mojado tras la promulgación en 2012 
de la nueva legislación laboral (Real Decreto-Ley 3/2012). 
Este estado de cosas ha tomado derroteros de auténtico drama en la Comunidad de 
Madrid, donde la Ley 3/2013, de Patrimonio Histórico, representa un importante menos-
cabo para la arqueología comercial (y de rechazo científica), al considerar que solo será 
necesario intervenir en aquellas zonas o lugares donde ya exista constancia previa de 
algún yacimiento. Muchos temen que Madrid sirva como campo de pruebas para exten-
der progresivamente dicha reducción de criterios a otras comunidades autónomas, lo que 
sin duda implicaría un retroceso sin precedentes, que exigiría de respuesta inmediata y 
contundente por parte del colectivo. Otra cosa es que sea siquiera imaginable una acción 
conjunta, superadas aun cuando coyunturalmente las diferencias; desunión e indiferen-
cia que constituyen de entrada caldo de cultivo inmejorable para tales recortes (Morín y 
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Barroso, 2015: 321). En el contexto de deterioro generalizado que vivimos, «la principal 
problemática a la que se enfrentan los trabajadores de la arqueología comercial no es par-
ticular sino colectiva: de clase» (González Álvarez, 2013: 165).
Requisitos legales para la práctica de la arqueología. 
El ejemplo andaluz
Hasta enero de 2012, la única disposición legal que fijaba los requisitos indispensables 
para poder ejercer como arqueólogo en Andalucía era el artículo 6.a del Reglamento de 
Actividades Arqueológicas en su nueva formulación de 2003 (la anterior ni siquiera exigía 
estudios superiores), conforme a la cual podían solicitar autorización al efecto «las per-
sonas físicas, nacionales o extranjeras… con la titulación académica de Licenciatura en el 
ámbito de las Humanidades y… formación teórica y práctica en arqueología…». Un marco 
excesivamente laxo, por cuanto no regulaba de manera baremada la formación exigida, 
dejando la decisión al criterio discrecional de la autoridad competente. Esto provocó mil 
y un abusos; favoreció que se impidiera excavar eventualmente a arqueólogos con un 
buen currículo que no resultaban gratos (casi siempre, por su escasa permeabilidad a las 
exigencias del mercado o tener un concepto de la ética y la deontología profesional dema-
siado elevado en tiempos poco dados a tales reparos), mientras se permitía el acceso a la 
profesión a recién licenciados con escasa formación, pero mucho más dóciles y manejables, 
que contribuyeron de modo irreparable a una pérdida sin precedentes de documentación 
histórica y, de paso, al descrédito del colectivo. 
Justo es reconocer que la falta de amparo legal de estos profesionales por parte de un 
colegio oficial propio les ha hecho trabajar con frecuencia en situaciones de verdadera e 
injustificable precariedad e indefensión, sometidos a mil presiones, atrapados en medio de 
fuego cruzado, expuestos a tentaciones e intereses a los que no todos han sido capaces de 
sustraerse, entre otras razones porque han vivido ajenos a la amenaza de ser sancionados 
(Rodríguez Temiño, 2009a: 15 y 2010: 21 ss.; Domínguez Alonso, 2011). Eran tantos los pro-
blemas a los que se enfrentaban, que el colectivo unió fuerzas en noviembre de 2007, alum-
brando un Consejo General Andaluz de Secciones de Arqueología de los Colegios Oficiales 
de Filosofía y Letras y Ciencias y Asociaciones Profesionales de Arqueólogos, que se convirtió 
en su principal órgano de representación; hoy, sin embargo, prácticamente inactivo.
De acuerdo con lo expresado por la entonces directora general de Bienes Culturales de la 
Junta de Andalucía, D.ª Guadalupe Ruiz Herrador, en carta enviada al Colegio de Licenciados 
y Doctores de Córdoba con fecha 8 de julio de 2008, hasta ese momento se aplicaban los 
siguientes requisitos internos para ser acreditado como arqueólogo y recibir autorización para 
ejercer actividades propias de tal por parte de dicho organismo (cito casi textual):
— Contar con una formación teórica en arqueología de un mínimo de 1.000 horas lecti-
vas (40 créditos), obtenidas mediante cursos y/o asignaturas universitarias (incluidos 
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estudios de tercer ciclo, de máster o experto universitario y de doctorado), o asistencia 
a congresos, simposios y jornadas, siempre y cuando en los respectivos certificados 
fueran especificadas las horas de dedicación. 
— Experiencia práctica de, al menos, diez meses de trabajo de campo, con participación en 
un mínimo de cuatro proyectos de la misma modalidad y clase de actividad arqueológica 
para la que se solicitaba autorización, conforme a los artículos 2 y 3 del Reglamento 
de Actividades Arqueológicas. El solicitante debía aparecer explícitamente citado como 
miembro del equipo investigador en el libro-diario de la actividad a que hace referencia 
el artículo 27 del citado reglamento, y sus funciones especificadas con claridad.
Se trataba, pues, de un marco no regulado, y por consiguiente proclive a interpreta-
ciones y abusos por parte de todos los agentes implicados, que hacía precisa una reformu-
lación del Reglamento Andaluz de Actividades Arqueológicas (en adelante, RAAA) a fin 
de incorporar al mismo la nueva casuística laboral y científica; necesidad detectada por la 
misma Administración de Cultura, que llegó a hacer una consulta pública a los diferentes 
colectivos andaluces de arqueólogos para pulsar su opinión al respecto. Todo, para nada; 
porque, además de la demora extraordinaria en llevar a cabo la reforma prometida, ésta ha 
acabado adoptando una redacción absolutamente decepcionante, incluso cuestionable. La 
tan esperada modificación del artículo 6 fue publicada en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía n.º 19, de 30 de enero de 2012. Conforme a ella, actualmente en vigor, podrán 
solicitar autorización para «realizar» (no dirigir) actividades arqueológicas «las personas 
físicas que cuenten con la titulación académica o acreditación profesional que habilite 
para el ejercicio de la arqueología de conformidad con la normativa española y comu-
nitaria aplicables. Cuando se trate de una titulación análoga obtenida en universidades 
extranjeras no comunitarias, se requerirá que dicha titulación haya sido reconocida por el 
Estado español conforme a la legislación española de aplicación». Se vuelve así, de nuevo, 
a problemas añejos, pues, aun cuando la letra del RAAA exige «titulación académica» 
que acredite para el ejercicio de la arqueología, no se especifica cuál; en un momento en 
el que, como ya indiqué más arriba, existen en España varios grados y posgrados en la 
materia, que de entrada parecen las titulaciones más adecuadas para acceder a la profesión 
(si fueran otras, es obvio que el RAAA debería establecer con absoluta precisión el nivel 
de formación complementaria requerido). 
¿Cómo es posible que se cierre los ojos ante una realidad académica mucho más avan-
zada que la de 1993, cuando el RAAA vio la luz en su primera formulación? ¿O es que se 
pretende dejar abierta la posibilidad de que puedan ejercer como arqueólogos otros titu-
lados ajenos por completo a la macroárea de humanidades que tengan «experiencia acre-
ditada», favoreciendo así, de nuevo, la discrecionalidad y el intrusismo? A este respecto, 
«se considerará que tiene experiencia profesional para dirigir una actividad arqueológica 
aquella persona que haya participado en su calidad de persona habilitada para el ejercicio 
de la arqueología en, al menos, dos intervenciones de la misma modalidad y tipo que la 
actividad arqueológica para la que se solicita autorización, siempre que dichas actividades 
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sumen un período efectivo de trabajo de campo de, al menos, diez meses. No obstante, en 
el caso de prospecciones arqueológicas y de controles de movimientos de tierra, bastará 
que el período efectivo de trabajo de campo alcance al menos dos meses… Asimismo, 
se considerará que tienen experiencia acreditada para dirigir una actividad arqueológica 
quienes hayan dirigido otra actividad arqueológica autorizada de la misma modalidad y 
tipo que la solicitada». 
Con independencia de lo ya dicho —y de que el legislador no estaba nada inspirado 
el día que redactó un texto plagado de indefiniciones y redundancias— nos encontramos, 
de entrada, con algunas incoherencias que llaman poderosamente la atención tratándose, 
como se trata, de la segunda revisión de un reglamento que llevaba ya veinte años en 
activo y que, por tanto, había dejado bien en evidencia sus más que llamativas limitacio-
nes. ¿Significa esta nueva norma que, por solo poner un ejemplo, un profesor de univer-
sidad que haya dirigido varias intervenciones sistemáticas en el marco de proyectos de 
investigación no podrá ser autorizado para realizar una excavación preventiva? Al fin y 
al cabo no son del mismo tipo (por supuesto, el razonamiento vale también a la inversa). 
¿Por qué una prospección arqueológica o un control de movimientos de tierra necesitan 
menos formación y experiencia? ¿Cómo es posible que la misma Administración devalúe 
por principio ciertas actividades profesionales? ¿Con qué criterio? ¿Implica esto que habrá 
arqueólogos de primera y de segunda? ¿O será que determinados tipos de intervenciones 
pueden ser asumidos por peones, diletantes o aficionados? 
La nueva formulación parece condicionada por un presumible factor de riesgo que 
evidencia un desconocimiento considerable del trabajo arqueológico, del rigor que exige 
tratar de primera mano con material histórico altamente sensible, por cuanto, es obvio, 
hace falta idéntica formación para todo aquello que tenga que ver con hacer arqueología, 
de cualquier tipo y con mayúsculas. Y es que para ser arqueólogo no basta únicamente con 
saber retirar tierra de manera más o menos metódica —«en este desierto cognitivo, es más 
cómodo agujerear el terreno que hipotetizar con fundamento» (León Alonso, 2001: 21)—; 
un arqueólogo, que no termina jamás de formarse, y que puede ejercer su trabajo sin pisar 
siquiera el campo, es por encima de todo un investigador, ha de hacer interpretación his-
tórica, proponer hipótesis y someterlas periódicamente al juicio crítico de la comunidad 
científica, además de poner el conocimiento generado al servicio de la sociedad que lo 
financia. Incluso hoy, en tiempos de crisis e incertidumbre (Sánchez Romero, Rodríguez 
y Hernández, 2012: 28), sobra movimiento de tierras y falta reflexión y estudio, sobran 
hallazgos de pandereta y faltan resultados; porque, a mi juicio, una excavación sin exége-
sis, o sin un plan detallado para la conservación, valorización y divulgación de los restos 
(siempre que no se decida directamente colmatarlos de nuevo como medida máxima de 
protección), de arqueológica solo tiene el nombre.  
Tras el hundimiento de la arqueología urbana, con la mayor parte de los escasos yaci-
mientos abiertos en España cobrando cientos de euros por quince días de formación (entrar 
en las razones de ello sería demasiado complejo, si bien no vendría mal, de entrada, separar 
el polvo de la paja), va a ser muy difícil que los jóvenes licenciados reúnan los requisitos 
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exigidos para poder acceder a la dirección de actividades arqueológicas de cualquier géne-
ro en un plazo de tiempo razonable. Habría, en consecuencia, que volver a potenciar los 
proyectos de investigación universitarios entendidos como laboratorios de formación en los 
que pueda seguirse el cursus honorum a la «antigua», por más que algunos los consideren «el 
caldo de cultivo perfecto para el modelado de dóciles trabajadores fácilmente explotables en 
el futuro desempeño de su labor profesional» (González Álvarez, 2013b: 213). Sin embargo, 
¿cómo conseguir aislar la concesión de dichos proyectos de criterios políticos, favoritismos, 
contubernios o enchufes (Hidalgo, 2010: 8)? ¿Cómo evitar que el profesorado universitario 
huya despavorido ante el riesgo de morir sepultado bajo el peso incomprensible de una 
burocracia sin sentido ni límites, que parece tener el único objetivo de entorpecer y desgas-
tar hasta la extenuación? ¿Cómo terminar con las zancadillas y el cainismo tan frecuentes 
entre los miembros del mismo colectivo? ¿Cómo hacer para que las instituciones, o mejor 
las personas que las sostienen (con frecuencia, sin la debida formación por obedecer sus 
nombramientos a criterios políticos), no se sientan inseguras ante profesionales que habi-
tualmente se rigen (o deben regirse) por la ingobernable libertad de criterio? 
No abogo aquí por disminuir los controles. Durante décadas, ha sido demasiado habi-
tual que determinados arqueólogos (casi siempre, universitarios) dejen sus proyectos a 
medias, no justifiquen adecuadamente sus gastos, no entreguen sus memorias en tiempo 
y forma, o no publiquen jamás los resultados obtenidos, dejando que yacimiento y mate-
riales languidezcan en el peor de los olvidos, a veces letal. Todo el rigor que se aplique 
para evitar este tipo de situaciones será siempre bienvenido, pero lo que no se puede, bajo 
ningún concepto, es hacerlo de modo discrecional (lo que vale para unos, no vale para 
otros, según el color de la ideología política, la cercanía a los círculos de poder o, simple-
mente, el nivel de «docilidad», la capacidad para comulgar con ruedas de molino y cerrar 
los ojos ante determinadas tropelías), ni meter en el mismo saco a todo el mundo. Si no 
volvemos a la investigación oficial, ¿dónde se van a formar los arqueólogos del futuro?, ¿en 
las Administraciones? El colapso puede durar generaciones y sería un crimen dejar morir 
la arqueología como ciencia histórica y también social, cuando ha costado tanto llevarla a 
donde, con sus mil y un problemas, está hoy.
Todo esto ha dado lugar a un estado de cosas sin precedentes, que obliga en cierta 
medida a quienes ejercemos la docencia y la investigación en el ámbito universitario a una 
arqueología «de botiquín» con la que se pretende nada menos (sin ningún tipo de ayuda 
oficial, además) que solventemos las enormes carencias de otros; con dificultades añadi-
das de acceso a los expedientes administrativos de excavación o a los fondos de algunos 
museos provinciales o locales, ignorantes, o ajenos, a su condición de servicio público. Son 
circunstancias que no suelen ser denunciadas con la contundencia necesaria, pero que 
han retirado de la arqueología activa a un buen porcentaje de profesores universitarios 
andaluces (preferentemente, de Andalucía occidental, menos representada quizás en la 
estructura del gobierno autonómico), condenando a nuestra comunidad autónoma a un 
estancamiento en la investigación solo compensado por el esfuerzo y la vocación irreduc-
tible, a prueba de políticos, de unos pocos.
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Un panorama incierto
Las cuestiones apenas esbozadas son solo un síntoma más de la precariedad a todos los 
niveles (inestabilidad, sueldos por debajo del mercado, falta de seguridad en el trabajo, 
etc.) que han afectado desde su aparición, afectan, y posiblemente afectarán en el futuro 
inmediato a quienes se vienen calificando de «arqueólogos comerciales». Más complicado 
sería evaluar hasta qué punto ellos —sin eludir bajo ningún concepto la responsabilidad 
que nos puede competer al resto— han sido o no los primeros y principales responsables de 
tan lamentable estado de cosas (Almansa, 2011b: 276; Morín y Barroso, 2015: 319). Somos 
una ciencia demasiado joven, y la fuerza se nos ha ido en desmadres, enfrentamientos y 
rifirrafes que, sumados a la locura de estas últimas décadas, nos han conculcado en gran 
medida el crédito y el apoyo de las Administraciones, de la clase política y de la sociedad, 
mientras desaparecían los archivos del suelo. Muy distinto es que hayamos aprendido algo 
de ello, porque, como ya antes comentaba, seguimos sin reaccionar, como si en realidad el 
tema no fuera con nosotros. ¿Cómo, pues, lamentarse si al final esta crisis, que además de 
económica es de valores, acaba llevándosenos definitivamente por delante? Lo tendremos 
más que merecido.  
Urge, en definitiva, clarificar el panorama; conseguir el reconocimiento oficial de la 
profesión por parte del Ministerio de Trabajo; adaptar los diferentes marcos legales a la 
nueva coyuntura académica, social y laboral, con perfiles más restrictivos que garanticen 
sin matices el control y la solvencia; corregir comportamientos y situaciones poco éticos 
que en nada vienen beneficiando la imagen social de la arqueología; rentabilizar lo ya 
excavado, y favorecer el uso social del patrimonio arqueológico, que permita hacerlo pro-
ductivo desde los puntos de vista del conocimiento, la educación, el empleo y el enriqueci-
miento colectivo, aunque sin caer nunca, bajo ningún concepto, en la instrumentalización, 
la trivialidad ni la mercantilización, por más que recurramos a conceptos o figuras bien 
conocidas por el público a fin de hacerle nuestros mensajes más accesibles (Bruner, 2012: 
28) (vid. infra). La clave está en la profesionalidad sin fisuras, en una adecuada planifica-
ción atenida siempre a las características del yacimiento o de los restos, el contexto y la 
disponibilidad de recursos y, por supuesto, en la asunción como punto de partida de un 
principio definidor e irrenunciable: nuestra condición de investigadores cuyo fin último 
es convertir el resultado de su trabajo en conocimiento, en historia.  
En ese futuro que quizá tarde en llegar, dadas las resistencias que provoca este tipo 
de planteamientos entre el sector más intransigente y mejor posicionado de la academia, 
habrán de desempeñar un papel determinante los nuevos grados y posgrados, que, pese a 
sus múltiples limitaciones, están lanzando por fin al mercado laboral egresados con perfil y 
titulación específicos en Arqueología, y perspectiva suficiente como para no cometer erro-
res añejos y afrontar su nueva realidad laboral con conocimiento de causa. A partir de ahí 
depende de todos regular adecuadamente la profesión de arqueólogo, reclamar de inme-
diato su reconocimiento oficial, organizar con criterios comunes el colectivo (Almansa, 
2011: 276 y 286) sin renunciar jamás a la diversidad, corregir nuestra falta de cohesión 
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(Zarco, 2011: 252; Ruiz Zapatero, 2012: 56), poner en marcha un colegio propio con auto-
nomía y poder suficientes para asegurar nuestra defensa, expulsar del templo a quienes lo 
profanan y desprestigian, y terminar de paso con la no siempre aséptica «arqueología de 
resistencia» (Morín, Barroso, 2015: 321). Modelos no faltan.  
Soy bien consciente de que tales desiderata pueden parecer arqueología ficción, pero 
prefiero, en esto, ser más optimista que otros autores, para quienes la huida de los vetera-
nos y el desembarco de los más jóvenes redundará, paradójicamente, en un agravamiento 
considerable de los problemas (González Álvarez, 2013a: 162 ss.). Está en juego la super-
vivencia de la disciplina y, cuanto más tiempo tardemos en entenderlo, «arrinconados y 
polvorientos…, oscuros y callados» (Almansa, 2011: 264), mayor será el riesgo de desin-
tegración.
El ejemplo de Córdoba
Cuando hace ahora treinta años, justo antes de la transferencia de competencias en mate-
ria de patrimonio desde el Gobierno central a la Junta de Andalucía, A. Marcos y A.M. 
Vicent exponían a la investigación española una sucinta síntesis de lo que había sido su 
labor arqueológica en Córdoba entre 1962 y 1983, sin pretender eludir la parte de res-
ponsabilidad que pudiera corresponderles, resumían en muy pocas palabras las que hasta 
ese momento habían sido limitaciones básicas para la arqueología cordobesa: «La labor 
de investigación en solares se ha desarrollado hasta ahora en Córdoba ante y contra la 
indiferencia, incomprensión, incultura y, a veces, hostilidad de ciertos sectores de la ciu-
dadanía y sin contar con suficiente amparo por parte de la Administración…» (Marcos y 
Vicent, 1985: 233).
Estas palabras resultarían premonitorias de lo que habría de ocurrir en la etapa suce-
siva, con el agravante de contar, ahora sí, con un marco legal mucho más avanzado y 
medios hasta entonces inimaginables. Y es que hablo de una ciudad paradigmática en lo 
que se refiere a la pérdida de sus archivos del suelo desde la puesta en marcha del llama-
do Modelo Andaluz de Arqueología, donde la arqueología urbana ha generado mucha 
más información que conocimiento histórico, y que tres décadas después sigue sin contar 
con un discurso patrimonial propio. Un contexto un tanto apocalíptico en el que no se 
salva nadie: no lo hacen el Estado ni las Administraciones públicas, incapaces de aplicar 
en su plena dimensión la normativa legal, reconociendo de paso el carácter de ciencia de 
la arqueología; tampoco la universidad, cómplice en ocasiones de un laissez faire que se 
encuentra en la base de grandes desastres arqueológicos (su misión principal es investigar, 
formar y generar pensamiento, sí, pero también actitud crítica, imbricación con el entorno, 
activismo social y compromiso) y, por supuesto, menos que nadie los mismos profesionales 
(libres, comerciales o como se les quiera llamar), atrapados en una dinámica vertiginosa 
en la que el trabajo de campo le ganó desde el primer minuto y por goleada la partida 
a la investigación, prácticamente nula, a pesar de los informes publicados en el Anuario 
111
DesiDerio Vaquerizo GilArqueología para un futuro incierto…  La profesión de arqueólogo tras la crisis
PYRENAE, vol. 46 núm. 2 (2015) ISSN: 0079-8215 EISSN: 2339-9171 (p. 89-120)
Arqueológico de Andalucía, donde se recoge, sin rubor, criterio o fondo científico alguno más 
de un desatino difícilmente justificable.12
Han contribuido a esta situación dos circunstancias de enorme trascendencia: 
a) El diferente signo político de las Administraciones públicas, que en lugar de traba-
jar al unísono y aunar esfuerzos, como establece expresamente el artículo 4.1 de la 
reformulada Ley de Patrimonio Histórico Andaluz, de 26 de noviembre de 2007, han 
venido cayendo en frecuentes enfrentamientos y atomizan los recursos de manera 
dramática. A pesar de los avances normativos conseguidos en los últimos años (vid. 
infra), Córdoba sigue adoleciendo de un proyecto global, sistemático y consensuado 
de futuro sobre su patrimonio arqueológico que aúne a todas las fuerzas sociales 
implicadas, diseñe de verdad un modelo urbano y establezca de manera rigurosa qué 
papel reserva en él a su principal activo: el pasado. Para ello, sería necesario obviar por 
completo la actuación partidista y los ciclos electorales, actuando de manera generosa, 
estratégica y objetiva a largo plazo, con la ciudad como único punto de mira. No faltan 
referentes en nuestro entorno, entre los cuales Barcelona (Bertrán de Heredia, 2010), 
Tarragona (Macías, 2010), Zaragoza (Aguarod et al., 2005), Alcalá de Henares (Rascón 
y Sánchez, 2005) y sobre todo Mérida (Alba, 2009 y 2012), por solo poner algunos 
ejemplos que destacan por méritos propios. Conjuntos patrimoniales tan complejos 
como el de Córdoba no quieren de «arqueología en la ciudad», sino de «arqueología 
de la ciudad» (Rodríguez Temiño, 2009a: 16), entendida ésta como yacimiento único, 
en el tiempo y en el espacio (León Muñoz y Vaquerizo, 2012).
b) La crisis de la «burbuja inmobiliaria», especialmente dramática en la vieja capital de la 
Baetica. Tras casi dos décadas de vacas gordas, durante las cuales Córdoba generó trabajo 
para una legión de empresas y de arqueólogos independientes, la caída del mercado 
inmobiliario dejó en la calle y sin trabajo a la mayor parte de ellos, algunos de los cua-
les nutren todavía un colectivo resentido y desubicado (Álvarez Martínez, 2011, 4-5; 
Vaquerizo, 2013), poco dado a continuar su formación y que trasciende con frecuencia 
los códigos deontológicos de la profesión, las reglas del juego. No resulta fácil hacer 
arqueología en Córdoba, mucho menos si se pretende poner orden en río revuelto 
huyendo del relumbrón o el éxito rápido, sin hipocresías, chanchullos o clientelas de 
cualquier tipo, en beneficio de un compromiso a largo plazo con la institución a la que 
se pertenece, el yacimiento en el que trabajamos, el proyecto al que nos debemos y, en 
último término, la esencia conceptual, la ética, de nuestro trabajo. Han sido demasiados 
años de vorágine, demasiada permisividad, demasiado dinero fácil.
Así las cosas, no había más fórmula, por duro que resultase y costes personales que 
pudiese acarrear, que intentar de alguna manera enderezar el rumbo en lo referente a 
12. Estas mismas cuestiones han sido también observadas, recientemente y sin ambages, a escala global, por 
J. Morín y R. Barroso, que llegan a hablar de «orgía de destrucción» ante la pasividad, la complacencia o el mirar 
hacia otro lado de éstos y aquéllos (Morín y Barroso, 2015: 320 ss.). 
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la intervención masiva y desaforada en los archivos históricos del subsuelo cordobés, 
—también, a la investigación y estudio de los procesos de regeneración urbana a tra-
vés del tiempo, en perspectiva diacrónica—, y a ello nos pusimos (León Muñoz, 2008; 
León Muñoz y Vaquerizo, 2012, en ambos casos con bibliografía anterior). Universidad y 
Ayuntamiento de Córdoba aunaron esfuerzos por primera vez en 1992, y desde entonces 
hasta 2011 la relación fue cada vez más estrecha y fructífera, sin que en todo este tiempo, 
y con alguna excepción que confirma la regla, otras Administraciones mostraran el más 
mínimo interés en sumarse al difícil envite. Primero, fue la elaboración conjunta con téc-
nicos del Ayuntamiento y la Delegación de Cultura de la Junta de Andalucía en Córdoba 
de una normativa municipal en el marco del Plan General de Ordenación Urbana y del 
Plan General para la Protección del Casco Histórico de Córdoba (Murillo et al., 1998-1999 
y 1999) que tomó forma en la Carta Arqueológica de Riesgo. Hablo de un documento de 
gestión y de tutela que aglutinó la experiencia adquirida en el transcurso de aquellos pri-
meros años, los cambios que en la normativa y modelos de gestión arqueológica suponía 
la aplicación del nuevo planeamiento urbanístico, y la dinámica arqueológica cotidiana 
(en ella se sustentan de hecho, a día de hoy, las decisiones sobre la arqueología de la 
ciudad). Se materializaron de esta manera las recomendaciones al respecto de la Ley del 
Patrimonio Histórico Andaluz (artículo 4.2) en relación con el papel activo que en materia 
de intervención, protección, conservación y difusión del patrimonio arqueológico deben 
desempeñar los municipios, incluida la zonificación arqueológica urbana. 
Más tarde, en 2001, se procedió a la firma de un convenio de colaboración entre el 
Área de Arqueología de la Universidad de Córdoba (UCO) y la Gerencia Municipal de 
Urbanismo (GMU) (León Muñoz, 2008; León Muñoz y Vaquerizo, 2012), por el que esta-
blecimos un acuerdo conjunto, sin antecedentes en la ciudad, para hacer una arqueología 
distinta en la que gestión e investigación fueran de la mano, en beneficio de la formación 
de arqueólogos integrales. Con financiación de la GMU, que también ponía las instalacio-
nes, un equipo de investigadores de la UCO se encargó con éxito desigual durante diez 
años (2001-2011), bajo la dirección de J.F. Murillo y de quien esto suscribe, de la ejecución 
técnica de las intervenciones arqueológicas promovidas por el Ayuntamiento, cualquier 
otra Administración pública que así lo solicitaba, o los particulares acogidos al Programa 
de Fomento y Ayuda. Pero, además del trabajo de campo en sí, ambas instituciones pusi-
mos especial énfasis desde el principio en varios objetivos que consideramos definidores 
de nuestra labor: la gestión, encaminada hacia un modelo de arqueología urbana que 
unificaba criterios y evitaba errores pasados; la investigación en profundidad, con un 
método único y extrapolable que primaba el rigor en la documentación y la publicación 
de resultados; la formación de investigadores y su inserción laboral; la transferencia de 
los resultados obtenidos al entorno más inmediato, con una fuerte imbricación en su pro-
blemática educativa, cultural y socioeconómica, y, muy particularmente, la potenciación 
de la arqueología como recurso de futuro y garantía de retorno económico («producir la 
conversión del conocimiento arqueológico en patrimonio, que es el último eslabón del tra-
bajo arqueológico: hacer socialmente visible lo invisible» [vid. Ruiz Rodríguez, 2011: 221]). 
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Tras el fracaso del Programa Especial de Arqueología Urbana que la Consejería de 
Cultura de la Junta de Andalucía, consciente ya de los gravísimos problemas que estaba 
generando la intervención a gran escala en las principales ciudades históricas andaluzas, 
había puesto en marcha a principios de los años noventa con intención de unificar meto-
dología y planteamientos heurísticos (Hidalgo, 2010: 8 ss.), desde el Área de Arqueología 
de la UCO intentamos ingenuamente un equilibrio entre las visiones historicista y patri-
monialista de nuestra disciplina, que combinara la investigación con la gestión, los inte-
reses científicos con los preventivos (Rodríguez Temiño, 2009a: 17), el registro riguroso 
con la publicación de resultados. Fueron años de lucha interior para un buen número de 
jóvenes investigadores, pendientes de no caer en la tentación del dinero, las presiones de 
promotores y Administraciones y los informes acomodaticios, de no perder el rumbo y 
mantenerse fieles a la idea de la arqueología como ciencia histórica comprometida con 
la interpretación y la difusión últimas del yacimiento que tratábamos de transmitirles, 
frente a otras opciones y posibilidades mucho más inmediatas, seductoras y rentables. 
Una labor callada y comprometida, muy criticada en su momento por sus mismos colegas 
«comerciales», incapaces de entender que alguien antepusiera la ética al enriquecimiento 
fácil, y atacada con saña después de que cayera el mercado inmobiliario, cuando muchos 
de aquéllos quedaron en la calle, mientras la mayor parte de quienes se preocuparon de 
formarse y atenerse a criterios de rigor siguieron todavía en activo hasta que el Estado del 
bienestar acabó por hundirse. 
Rechazo en este sentido, de manera rotunda, las críticas destructivas de quienes (CNT-
Córdoba, 2010 y 2011) juzgan de manera feroz y conscientemente encarnizada una labor 
y un compromiso que en su momento solo pretendieron mejorar las cosas, poner un poco 
de orden en el caos, evitar que la arqueología cordobesa siguiera a la deriva, conocida la 
ciudad solo por sus desmanes. Prescinden para ello de toda autocrítica; ocultan, estratégi-
camente, su verdadero papel en el proceso; minimizan de premeditadamente las dificul-
tades; ignoran lo difícil que es protegerse de las balas en plena refriega, cuando se marcha 
de abanderado en primera línea y quienes disparan, en lugar de firmar dando la cara, se 
amparan cobardemente tras el escudo de un pseudónimo o unas siglas. Desde la impunidad 
medrosa que da el anonimato, cómodamente en retaguardia, o ya a toro pasado, es muy 
fácil difamar, pontificar, incluso moralizar, sobre todo si se es parte interesada y creando 
cortinas de humo se consiguen ocultar las propias responsabilidades mediante el viejo 
principio de «atacar antes de ser atacado». Sirvan como ejemplo determinadas actitudes 
conservacionistas en relación con los arrabales islámicos cordobeses (CNT-Córdoba, 2011), 
cuya destrucción fue avalada por muchos de sus eventuales valedores. En sus memorias 
provisionales de resultados, con nombres y apellidos que constan de forma explícita y por 
escrito en los respectivos expedientes de carácter público (es fácil, por tanto, comprobarlo), 
abogan casi sin excepción por el desmonte indiscriminado de los sectores intervenidos. 
En cambio, una vez que la crisis los retiró a la fuerza de la calle, se erigieron cínicamente 
en adalides de su salvación, frivolizando a sabiendas con la problemática urbanística y 
patrimonial de una ciudad que acumula ya demasiados maltratos.
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A pesar de sus mil y un condicionantes, de los feroces molinos de viento que debimos 
enfrentar desde el primer día hasta el último (31-12-2011), también de nuestros errores 
(que los hubo, y muchos), lo cierto es que en muy pocos años el Convenio GMU-UCO dio 
un vuelco sustancial a la manera de trabajar en la ciudad, al conocimiento de su secuencia 
histórica, a la imagen urbana de Córdoba en perspectiva diacrónica, con lo que ello supuso 
de escaparate a la comunidad científica y al mundo. Sus resultados marcaron un antes y 
un después en la difícil y cruenta realidad cordobesa, hasta que el peso de la realidad, la peor 
cara de la profesión y del sistema, terminaron por aplastarnos. 
Fue precisamente en 2011 cuando un grupo nutrido de investigadores emanados en 
primera instancia del marco institucional mencionado pusimos al servicio de Córdoba un 
nuevo proyecto de transferencia y gestión del conocimiento, basado en el derecho básico 
de la sociedad a la información, que desde entonces no ha hecho otra cosa que crecer y 
consolidarse. Hablo de Arqueología somos todos <http://www.arqueologiasomostodos.com/> 
(Vaquerizo y Ruiz, 2013; Ruiz Osuna y Vaquerizo, 2014, e.p.; Vaquerizo, 2014 y 2015b), 
que de manera simplista podría ser englobado en la denominada genéricamente arqueo-
logía pública (Almansa, 2013a, con amplia bibliografía anterior) y en cuyas rutas temáti-
cas, conferencias, talleres y múltiples actividades han participado ya veinte mil cordobeses, 
mientras dos millones de usuarios han consultado nuestra página web en el último año. 
Sin despegarnos un milímetro de los fundamentos heurísticos y metodológicos más exi-
gentes de la disciplina, y conscientes siempre de las reticencias que una parte importante 
de la comunidad científica suele mostrar ante este tipo de iniciativas (particularmente, de 
sus excesos), pretendemos demostrar que existen formas alternativas, y muy efectivas, de 
abordar el pasado como un legado común que debe ser investigado, conservado y difundido, 
genera empleo sostenible y enriquece la oferta cultural, patrimonial y turística de la ciudad 
histórica, al tiempo que multiplica sus atractivos y su proyección externa y produce retorno 
económico. Este objetivo cobra mayor calado, si cabe, en tiempos de crisis, al reivindicar la 
educación como la manera más efectiva de combatir la apatía, el desinterés y la pasividad 
generalizados; la formación sostenida, la cualificación profesional, la interdisciplinariedad, la 
imaginación, la transversalidad, la innovación, la entrega y el sentido del compromiso como 
valores determinantes sobre los que fundamentar el mañana, muy en particular el de los 
jóvenes, tan necesitados de estímulo, iniciativas y cultura emprendedora.
Reflexión última
A nadie se le oculta: la arqueología —como ciencia, pero también como profesión— ha cam-
biado de manera sustancial en las últimas décadas. Tras conocer una primera época dorada 
que se inició en los años setenta, se vio desbordada hasta límites nunca antes conocidos con 
el boom urbanístico y el «pelotazo» de los noventa, y estalló de manera estrepitosa e inmise-
ricorde a partir de 2007 con la llegada de la crisis (Rodríguez Temiño, 2010: 18 ss.), que no es 
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solo económica, sino también de valores, conceptual, incluso metodológica. Inopinadamente, 
la realidad se empeñó en ponernos delante el más escalofriante de los espejos, en mostrarnos 
de manera cruda, descarnada y sin anestesia que también nosotros, los arqueólogos, vivíamos 
en una burbuja. De pronto, el mercado de trabajo —sobredimensionado y con brechas tan 
grandes como desfiladeros— que había supuesto la arqueología urbana y de gestión (profe-
sional o comercial), convertida casi en puro trámite administrativo, se hundió, llevándose 
por delante a tirios y troyanos, mientras la denominada en contraposición, y no siempre con 
la mejor de las intenciones, arqueología académica se veía enfrentada a recortes y manejos 
diversos que han puesto en evidencia su extraordinaria fragilidad y multitud de tensiones 
internas, por más que sus fundamentos heurísticos sean incuestionables. 
¿Qué nos deparará el futuro? A día de hoy es difícil de predecir. Cabe augurar que 
las universidades españolas sufrirán una importante, y quizá necesaria, contracción, aun 
cuando posiblemente al final acaben como siempre confundiéndose los criterios y las 
prioridades por mor de intereses creados o espurios a beneficio de unos pocos, mientras 
las ciencias históricas, constituidas como un lujo hasta cierto punto superfluo en época 
de penuria, habrán de buscar vías de financiación alternativas si quieren sobrevivir. Del 
mismo modo, no quedará más remedio que adaptarse en alguna medida a los nuevos 
escenarios digitales y las cada vez más emergentes tecnologías de la información, que traen 
aparejado un profundo cambio en la relación tradicional entre conocimiento científico y 
ciudadanía.13 Vienen, pues, tiempos de redefinición, de criba y filtrado, que nos pondrán 
antes o después con las vísceras al aire, que dejarán todavía por el camino muchas más 
víctimas. De ahí la importancia de pararse a reflexionar, de reciclarse y reinventarse, de 
buscar nuevas vías de trabajo,14 de implicar el entorno inmediato en los destinos de una 
disciplina cuyo fin último es, sin paliativos, la sociedad que la genera.
Obviamente, antes o después llegará el momento de evaluar también lo que ahora 
estamos viviendo, de reajustar las piezas del puzle y aclarar el panorama, de demostrar 
a quien corresponda que, además de histórica, somos una ciencia necesaria y útil. Para 
cuando tal circunstancia concurra convendría que el cuerpo de arqueólogos hubiera gana-
do en unidad y corporativismo, que remara en la misma dirección con afanes responsa-
ble y planificadamente inclusivos e integradores, sin soberbias, clientelismos ni actitudes 
excluyentes,15 pero también sin pesos muertos u obligaciones impostadas y no procedentes 
a la espalda, como un colectivo único que pretende en último término los mismos fines: 
13. «…la academia debe olvidarse de cualquier tipo de burbuja, si es que todavía vive en ella, y asumir que tiene que 
formar parte de unas formas de organización nuevas que tienen como objeto el patrimonio. Esto implica que el 
profesional debe estar mucho más presente en los actuales foros de producción policéntrica del saber» (González 
Reyero, 2015: 49). Nos encontramos en una fase crítica de transición hacia un futuro cuando menos incierto, de 
ahí que debamos extremar las cautelas. 
14. «Originalidad, horas de esfuerzo y dedicación en pos de mantener firmes los nuevos cimientos de la Arqueología» 
(Menéndez, Guerra y Montero, 2015: 59). 
15. «…la arqueología española no ha vivido una auténtica democratización de sus estructuras. La práctica de la 
arqueología en España sigue realizándose de forma jerarquizada y clientelar, lo que impide en la mayoría de los 
casos un desarrollo de la disciplina con visión crítica» (Morín y Barroso, 2015: 317).
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la formación sostenida, tan innegociable como imprescindible; el conocimiento sobre el 
pasado desde el más absoluto rigor y autoexigencia (porque «lo conocido y lo valorado es 
lo que se protege, lo que se transmite, lo que se ama» [Andreu y García, 2013: 274]), y la 
transferencia del saber generado, a través de la investigación, la conservación y la difusión 
del patrimonio arqueológico, entendido en sentido holístico (vid., por ejemplo, los trabajos 
contenidos en Barros del Río, 2012). 
De ahí la importancia de terminar de forma perentoria con la confrontación, las por-
fías injustificadas, las puñaladas por la espalda y el individualismo, de aunar fuerzas en 
beneficio del debate científico objetivo, educado, respetuoso y responsable de hacernos 
más permisivos y tolerantes a fin, en último término, de ganar en fuerza y cohesión, pero 
también de que el mundo y la sociedad nos devuelvan el apoyo y el respeto que nosotros 
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